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Armenia. Quindío
 
Señora:
JUEZ SEGUNDA DE FAMILIA DEL CIRCUITO
E.S.D
 
Referencia: Impugnación de paternidad
Asunto: Medida provisional
Radicado: 6300131100220220038200
Demandante: Jennifer Tatiana Trejos
Demandado: Paulo Cesar Arango
 
Cordial saludo.

Armenia. Quindío
 
Señora:
JUEZ SEGUNDA DE FAMILIA DEL CIRCUITO
E.S.D
 
Referencia: Impugnación de paternidad
Asunto: Apelación contra auto que niega practica de prueba
Radicado: 6300131100220220038200
Demandante: Jennifer Tatiana Trejos
Demandado: Paulo Cesar Arango



FABIAN MAURICIO RENDON PATARROYO.ABOGADO 
 

 
Armenia. Quindío 
 

Señora:  

JUEZ SEGUNDA DE FAMILIA DEL CIRCUITO 

E.S.D 

 

Referencia: Impugnación de paternidad 

Asunto: Apelación contra auto que niega practica de prueba 

Radicado: 6300131100220220038200 

Demandante: Jennifer Tatiana Trejos 

Demandado: Paulo Cesar Arango 

 

Cordial saludo. 

 

Fabian Mauricio Rendon Patarroyo. Identificado como aparece al pie de mi correspondiente firma, en calidad de apoderado del 
señor Paulo Cesar Arango, quien ostenta la calidad de demandando, dentro de proceso de impugnación de paternidad, plenamente 
codificado con el serial radicado citado al comienzo de este escrito. 

 

Por intermedio del presente escrito, en oportunidad, me permito presentar ampliación de recurso de apelación contra auto que niega 
prueba solicitada. 

 

MOTIVOS. 

 

En el presente proceso, se hace necesario adoptar la postura del menor, dado es quien se verá afectado con 
la decisión judicial, en el aspecto de romper con una relación afectiva que tiene con su padre, quien es no 
biológico, pero que al día de hoy genera una estabilidad respecto del asunto de figura paterna. 

 

Debe considerarse que, en el proceso judicial, bien reza la constitución y el código de infancia-adolescencia, 
aplicación del principio de ser oído los niños, niñas y adolescentes, dado que en este proceso afectaría 
identidad, como también esto puede generar afectaciones con la relación familiar. 

 

El argumento del despacho, correspondiente a que el menor se puede revictimizar, no corresponde a la 
realidad, dado que el menor en ningún momento ha sido puesto en un recinto, con un equipo profesional y un 
ambiente adecuado para el menor pudiera expresar lo correspondiente con este asunto, dado que, en el 
registro documental, se indica que la mama hace presencia, lo cual puede ser un elemento para limitar el 
grado de expresión de un menor. 

 

FUNDAMENTOS 

«El derecho de los niños, niñas y adolescentes a tener una familia y a no ser separada de ella 

 

La Convención Americana de los Derechos del Niño, consagra que los menores tienen derecho desde su 
nacimiento a conocer a sus padres y a ser cuidados por ellos, por esta razón, los Estados parte deben velar 
por la preservación de sus relaciones familiares y, en el caso de los niños, niñas o adolescentes cuyos 
progenitores se encuentren separados, respetar la prerrogativa de los infantes a mantener contacto directo y 
de modo regular con aquéllos, salvo si ello es contrario al interés superior del menor. 

 

En la legislación nacional, dicha garantía ha sido estipulada en artículo 22 de Código de la Infancia y la 
Adolescencia, en virtud del cual: 

 

“(…) Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a tener y crecer en el seno de la familia, a ser 
acogidos y no ser expulsados de ella. 

 

“Los niños, las niñas y los adolescentes sólo podrán ser separados de la familia cuando esta no garantice las 
condiciones para la realización y el ejercicio de sus derechos conforme a lo previsto en este código. En 
ningún caso la condición económica de la familia podrá dar lugar a la separación (…)”. 

 

Asimismo, esta prerrogativa ha sido ampliamente resguardada desde la jurisprudencia nacional y 
convencional, por cuanto se ha relievado que el mantenimiento de los lazos paterno-filiales favorece 
positivamente el desarrollo integral de los niños, niñas y adolescentes. 

 



Sobre lo anotado, esta Corte, en varias oportunidades ha señalado: 

 

“(…) [D]entro del amplio espectro de derechos fundamentales del niño, reluce por su trascendencia el de 
tener una familia y no ser separado de ella, pues es incontestable que en su interior encuentra el menor el 
cuidado y el amor necesarios para su desarrollo armónico (…). La Declaración Universal de los Derechos 
Humanos y los instrumentos internacionales de protección al menor, como la Declaración Universal de los 
Derechos del Niño, no vacilan en resaltar la importancia que para éste tiene el hecho de pertenecer a una 
familia, y a no ser separado de ella, pues el infante necesita para su desarrollo integral del afecto, amor y 
cuidado que los suyos le brindan. Inclusive, tales convenios no se restringen a las relaciones entre padres e 
hijos, sino que abarcan un grupo más amplio, que comprende a sus hermanos, tener contacto con sus tíos y 
primos, recibir el afecto de sus abuelos, vínculos afectivos todos ellos que comportan que el niño se sienta en 
un ambiente familiar que le sea benéfico (…)”. ». 

 

la Corte Constitucional en sentencia T-587/98, dijo:  

 

"…Esta nueva visión del menor se justificó tanto desde una perspectiva humanista -que propende la mayor 
protección de quien se encuentra en especiales condiciones de indefensión-, como desde la ética que 
sostiene que sólo una adecuada protección del menor garantiza la formación de un adulto sano, libre y 
autónomo. La respuesta del derecho a estos planteamientos consistió en reconocerle al menor una 
caracterización jurídica específica fundada en sus intereses prevalentes. Tal reconocimiento quedó plasmado 
en la Convención de los Derechos del Niño (artículo 3°) y, en Colombia, en el Código del Menor (decreto 
2737 de 1989) [hoy Ley 1098 de 2006]. Conforme a estos principios, la Constitución Política elevó al niño a la 
posición de sujeto merecedor de especial protección por parte del Estado, la sociedad y la familia (artículos 44 
y 45). 

Ahora bien, el interés superior del menor no constituye una cláusula vacía susceptible de amparar cualquier 
decisión. Por el contrario, para que una determinada decisión pueda justificarse en nombre del mencionado 
principio, es necesario que se reúnan, al menos, cuatro condiciones básicas: (1) en primer lugar, el interés del 
menor en cuya defensa se actúa debe ser real, es decir, debe hacer relación a sus particulares necesidades y 
a sus especiales aptitudes físicas y sicológicas; (2) en segundo término, debe ser independiente del criterio 
arbitrario de los demás y, por tanto, su existencia y protección no dependen de la voluntad o capricho de los 
padres o de los funcionarios públicos encargados de protegerlo; (3) en tercer lugar, se trata de un concepto 
relacional, pues la garantía de su protección se predica frente a la existencia de intereses en conflicto cuyo 
ejercicio de ponderación debe ser guiado por la protección de este principio; (4) por último, debe demostrarse 
que dicho interés tiende a lograr un beneficio jurídico supremo consistente en el pleno y armónico desarrollo 
de la personalidad del menor"». 

 

El derecho de los niños, niñas y adolescentes a ser escuchados, como componente esencial del principio del 
interés superior del menor[71] 

 

  

 

13. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 14) consagra que “[t]oda persona tendrá 
derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e 
imparcial, establecido por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada 
contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil”. Por su parte, la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 8.11) establece que “Toda persona tiene derecho a ser 
oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación 
penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, 
fiscal o de cualquier otro carácter”. 

 

  

 

14. La Convención Sobre los Derechos del Niño (art. 12) prevé que el Estado debe garantizar a los niños que 
estén en la capacidad de formarse un juicio propio, el derecho a expresar su opinión libremente en todos los 
asuntos que le afectan y, dichas opiniones, deben ser consideradas en función de la edad y madurez del 
menor. Así las cosas, en todo procedimiento judicial o administrativo que lo afecte, el menor debe ser 
escuchado, ya sea directamente o por medio de un representante o de un órgano apropiado, en consonancia 
con las normas de procedimiento de la ley nacional. 

 

  

 

15. El Comité de los Derechos del Niño en la Observación General No. 12[72] interpretó el contenido del 
referido artículo. Explicó, entre otras cosas que los Estados deben (i) garantizar que existan mecanismos para 
obtener las opiniones de los niños y tenerlas en cuenta; (ii) suponer que el niño tiene capacidad para formar 



sus propias opiniones y reconocer que tiene derecho a expresarlas y, en esa medida, no le corresponde al 
niño demostrar que tiene dicha capacidad; y (iii) garantizar que el menor pueda expresar su opinión, no la de 
los demás, sin influencias o presiones indebidas, lo cual también implica que puede decidir si quiere o no ser 
escuchado. En adición a ello señaló que (iv) sus opiniones deben considerarse seriamente a partir de su 
capacidad de formarse un juicio propio; (v) es una exigencia que se aplica a todos los procedimientos 
judiciales pertinentes que afecten al menor; y (vi) en caso de que el menor actúe por medio de representante 
o apoderado, estos deben ser conscientes de que representan exclusivamente los intereses del niño. 

 

  

 

16. En particular, son cinco las medidas que enumera el Comité para efectos de garantizar la observancia del 
derecho del niño a ser escuchado, a saber: 1) preparación: se debe preparar al niño antes de que sea 
escuchado, explicándole cómo, cuándo y dónde se lo escuchará y quiénes serán los participantes. 2) 
Audiencia: el lugar donde se realice la entrevista tiene que ser propicio e inspirar confianza, de modo que el 
niño pueda estar seguro de que el adulto responsable de la audiencia está dispuesto a escuchar y tomar en 
consideración seriamente lo que el niño haya decidido comunicar. 3) Evaluación de la capacidad del niño: en 
cada caso se debe evaluar la capacidad del niño de formarse un juicio propio, luego de ello, el encargado de 
adoptar decisiones debe tener en cuenta las opiniones del niño como factor destacado en la resolución de la 
cuestión. 4) Información sobre la consideración otorgada a las opiniones del niño (comunicación de los 
resultados al niño): se debe informar al niño del resultado del proceso y explicar cómo se tuvieron en 
consideración sus opiniones para efectos de conocer su posición. 5) Quejas, vías de recurso y desagravio: los 
niños deben tener la posibilidad de dirigirse a un defensor o una persona con funciones comparables en todas 
las instituciones dedicadas a los niños, como las escuelas y las guarderías, para expresar sus quejas. 

 

7. En procesos que conlleven separación del niño de los padres y/o de formas sustitutivas de cuidado, la 
misma Observación General No. 12 establece que: 

 

  

 

“53. Cuando se adopte la decisión de apartar a un niño de su familia porque el niño es víctima de abusos o 
negligencia en su hogar, debe tenerse en cuenta la opinión del niño para determinar el interés superior del 
niño. La intervención puede iniciarse a raíz de una queja de un niño, otro familiar o un miembro de la 
comunidad en que se denuncie el abuso o la negligencia en la familia. 

 

  

 

54. La experiencia del Comité es que los Estados Partes no siempre tienen en cuenta el derecho del niño a 
ser escuchado. El Comité recomienda que los Estados Partes garanticen, mediante leyes, normas y 
directrices de política, que se recaben y se tengan en cuenta las opiniones del niño, en particular en las 
decisiones relativas a su asignación a hogares de acogimiento familiar o de guarda, la elaboración y revisión 
de planes de guarda y las visitas a los padres y la familia”. ( t 607-2019) 

 

El principio de necesidad de la prueba impone a los jueces tomar sus decisiones soportados en los elementos 
de convicción legalmente aportados al proceso “sin que dicho funcionario pueda suplirlas con el conocimiento 
personal o privado que tenga sobre ellos, porque sería desconocer la publicidad y la contradicción 
indispensable para la validez de todo medio probatorio”. Sobre este mismo aspecto dispone Micheli que el 
conocimiento personal del juez puede ser usado para decretar pruebas de oficio, pero no para suplir una 
prueba. 

 

El principio de necesidad de la prueba entraña, entonces, dos límites para para la libertad probatoria que tiene 
el juzgador: “el primero (positivo) que lo grava con el deber de ajustar su juicio crítico-valorativo solamente al 
conjunto de las probanzas incorporadas al proceso en forma legal, regular y oportuna; el segundo (negativo) 
que le impide fundar su decisión en soporte distinto a ese caudal probatorio” (SC1819-2019, SC2976-2021). 

 

En ese sentido, si bien goza de independencia para valorar las pruebas, el juez no es libre de razonar 
arbitrariamente, pues según Couture “esta manera de actuar no sería sana crítica, sino libre convicción. La 
sana crítica es la unión de la lógica y de la experiencia, sin excesivas abstracciones de orden intelectual, pero 
también sin olvidar esos preceptos que los filósofos llaman de higiene mental, tendientes a asegurar el más 
certero y eficaz razonamiento. 

 

La sana crítica impone el uso de “los dictados de la lógica, de la ciencia y de las reglas de la experiencia o 
sentido común” (SC5568-2019, SC2976-2021); no obstante, estas “reglas del correcto entendimiento 
humano”, como las denominó Couture, exigen al juez “realizar juicios valorativos con fundamentos que deben 
resistir análisis. Cuando ello no ocurre, hay simple asunción caprichosa del medio probatorio.” (SC1819-2019, 
SC2976-2021). 



Ahora, específicamente respecto al conocimiento científico, esta Corte ha entendido que: 

 

“el conocimiento científico afianzado, como parte de las reglas de la sana crítica, tiene la misma implicación 
que consultar una enciclopedia, un libro de texto especializado, o un diccionario con el fin de desentrañar el 
significado de los conceptos generales que permiten comprender y valorar la información suministrada por los 
medios de prueba. De hecho, si la técnica probatoria permite y exige valorar las pruebas de acuerdo con las 
máximas de la experiencia común, con mucha más razón es posible analizar las probanzas según los 
dictados del conocimiento científico afianzado, sin el cual muchas veces no será posible saber si el órgano de 
prueba brinda o no una información que corresponde a la realidad”. (SC9193-2017, SC562-2020, SC042-
2022) 

 

Solicitud 

 

Primero: Se acepte esta apelación, y de lugar al conocimiento al tribunal superior sala civil familia laboral de 
Armenia. 

 

Segundo: Se revoque la decisión adoptada, por parte del juzgado segundo de familia, con respecto de la 
práctica de prueba ( entrevista del menor). 

 

Tercero: Se ordene la entrevista, para los fines del proceso, con el apoyo del grupo interdisciplinario 
correspondiente. 

 

 

 

 

 

 

FABIAN MAURICIO RENDON PATARROYO, 

No. 1094.922.828 expedida en Armenia y portador de la Tarjeta Profesional No. 267.191, del Consejo 
Superior de la J. 
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Armenia. Quindío 

 
Señora:  
JUEZ SEGUNDA DE FAMILIA DEL CIRCUITO 
E.S.D 
 
Referencia: Impugnación de paternidad 
Asunto: Medida provisional 
Radicado: 6300131100220220038200 
Demandante: Jennifer Tatiana Trejos 
Demandado: Paulo Cesar Arango 
 
Cordial saludo. 
 
Fabian Mauricio Rendon Patarroyo. Identificado como aparece al pie de mi correspondiente firma, en calidad 
de apoderado del señor Paulo Cesar Arango, quien ostenta la calidad de demandando, dentro de proceso de 
impugnación de paternidad, plenamente codificado con el serial radicado citado al comienzo de este escrito. 
 
Por intermedio del presente escrito, en oportunidad, me permito presentar medidas provisionales  
 
Antecedentes: 
 
Previo y dentro del proceso de impugnación de paternidad, se presenta la situación de el menor no tiene 
contacto con su padre, lo cual afecta el derecho a la familia y al interés superior. 
El señor PAULO CESAR ARANGO, no tiene ningún tipo restricción dada por una autoridad administrativa o 
legal, que impida las visitas, sin embargo, el despacho, no ha presentado elementos con los cuales indique que 
se puede generar una afectación a los intereses del menor. 
Ambas partes, requieren de gozar de un espacio para fortalecer los nexos de familia. 
 
 
Medidas Provisionales 
 
 Correspondiente a los hechos mencionados y como se ve comprometido los derechos del menor, así como 
también del señor PAULO CESAR ARANGO SUAREZ, solicito se establezca medida provisional, hasta cuando 
se dicte la sentencia, se determine una fórmula para tener contacto entre el menor 
I.A.T y mi cliente: 
Lugar de las visitas: ICBF SECCIONAL ARMENIA. 
Días de las visitas: Martes y Jueves 3: 00 P.M a 5: 00 A.M 
Con la compañía de personal idóneo del ICBF o del juzgado.  
 
Los mencionados días planteados, es necesario garantizar la celebración de cumpleaños del menor y también 
del padre, como también de la fechas especiales como navidad y año nuevo. 
 
MOTIVOS  
“(…) La jurisprudencia constitucional ha sido enfática en reconocer que uno de los principales criterios 
orientadores para determinar el bienestar del menor es el de considerar el derecho a tener una familia y no ser 
separado de ella. Entendiendo que el espacio natural de desarrollo del menor es la familia en la que ha sido 
concebido y, a su vez, es la familia la primera llamada a satisfacer las necesidades afectivas, económicas, 
educativas y formativas de los menores”. 
 
En igual sentido, se pronunció ese alto Tribunal sobre el derecho de los niños a tener contacto con su familia 
extensa; así expresó:  
 
“La interpretación de índole constitucional del derecho fundamental de los menores de tener, conocer y 
relacionarse con otros miembros de su familia, además de sus progenitores, artículo 44 de la Constitución, 
obedece al hecho innegable del nexo que existe entre el desarrollo de la personalidad del niño y de su identidad 
con el afianzamiento de su certeza de que pertenece a un grupo familiar que lo quiere y apoya. Es decir, que 
no está solo”.  
 
“En efecto, es propio de las personas el deseo de conocer sus orígenes, saber quiénes son sus ascendientes. 
Este conocimiento, desde la niñez, según los expertos, permite a las personas, y en particular a los menores, 
elaborar su propia historia, reconocer en sus propios rasgos los de sus padres, los de los padres de sus padres, 
hermanos, tíos, primos, etc. Por ello, privarlo de este conocimiento puede desembocar en problemas de 
identificación. Cuando el juez de tutela ha analizado estos temas, lo ha hecho bajo la consideración de 



salvaguardar la garantía del interés superior del menor; que el ambiente de unidad familiar contribuya a su 
formación integral y armónica, pues, de esta manera se hacen efectivos los derechos fundamentales al libre 
desarrollo de la personalidad; y, el derecho a la identidad personal. Principios que se encuentran en los artículos 
14, 16 y 44 de la Constitución”.  
 
“Resulta pertinente recordar algunas referencias jurisprudenciales sobre estos conceptos, en especial, a los 
derechos fundamentales al libre desarrollo a la personalidad y el de identidad relacionados con el derecho a 
tener una familia, a no ser separado de ella y a contar con las visitas de los abuelos, que fueron asuntos 
examinados en la sentencia T-182 de 1996 de la Corte Constitucional. Dijo esta providencia:”  
 
“Es deber primordial de los padres garantizar al hijo su desarrollo armónico y el goce efectivo de sus derechos. 
Al respecto ha dicho la Corte: "Los progenitores tienen el deber ineludible de ofrecer a su prole un ambiente de 
unidad familiar que permita y favorezca el desarrollo integral y armónico de su personalidad (...)”  
 
“Un menor necesita para su crecimiento integral, estar rodeado de afecto, cuidado y amor, expresiones estas 
que le deben ser brindadas por su familia. Mantenerse cerca de sus hermanos, tener contacto con sus primos, 
realizar actividades recreativas con estos, recibir el afecto de sus abuelos y tíos; ayudan a que el niño se sienta 
y se encuentre en un ambiente familiar adecuado. Es importante aclarar que la convivencia y el acercamiento 
entre familiares, entre estos y el menor o entre menores, debe reflejar una verdadera aproximación que implique 
compenetración y entendimiento. No puede disfrazarse como convivencia una reunión de personas en donde 
no se respire un ambiente de cordialidad y en donde no se le enseñe al menor a respetar y a aceptar al otro en 
toda su dimensión humana (…)”.  
 
“4.2 Lo dicho en aquella oportunidad por la Corte se reitera en esta sentencia, pues, resulta innegable y se 
apoya precisamente en el interés superior del niño que, como regla general y salvo decisión judicial en contrario, 
a los menores les asiste el derecho a conocer, tratarse y compartir con los miembros de la familia, incluidos los 
abuelos, y, preferiblemente, sin que tuviera que acudirse a una instancia judicial o administrativa para lograr 
estos acercamientos, sino que progenitores y familia cercana lograran que el trato se dé por encima de las 
diferencias que como adultos tengan (…)”. STC13492-2017 
 
Al respecto, la jurisprudencia ha sostenido:…cuando se impugna la paternidad o la maternidad, no simplemente 
está en disputa la verdadera filiación de una persona, sino todo lo que ello implica, como es el derecho al 
nombre y a una familia, así como la efectiva protección que ordena la Constitución para con los menores y para 
con la familia, como núcleo esencial de la sociedad, por tal razón y, siempre que sea posible, el juez a petición 
de parte vinculará a los presuntos padres biológicos, para que la paternidad o la maternidad, según el caso, 
sea reconocida en el proceso” (se subraya). 
El sentido de la legislación nacional es coherente con lo dispuesto por algunos instrumentos internacionales, 
v.gr., la Convención Internacional de los Derechos del Niño, aprobada por las 
Naciones Unidas en el mes de noviembre de 1989, en cuyo artículo 7.1 se dispone que “[e]l niño será inscrito 
inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho desde que nace a un nombre, a adquirir una 
nacionalidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado 
por ellos”. (CSJ, SC, 28 feb. 2013, rad. 2006-00537-01). 
 
re este interés superior del menor, la Corte 
Constitucional en sentencia T-587/98, dijo:…esta nueva visión del menor se justificó tanto desde una 
perspectiva humanista -que propende la mayor protección de quien se encuentra en especiales condiciones de 
indefensión-,como desde la ética que sostiene que sólo una adecuada protección del menor garantiza la 
formación de un adulto sano, 
libre y autónomo. La respuesta del derecho a estos planteamientos consistió en reconocerle al menor una 
caracterización jurídica específica fundada en sus intereses prevalentes. Tal reconocimiento quedó plasmado 
en la Convención de los Derechos del Niño (artículo 3°) y, en Colombia, 
en el Código del Menor (decreto 2737 de 1989) [hoy Ley 1098 de 2006]. Conforme a estos principios, la 
Constitución Política elevó al niño a la posición de sujeto merecedor de especial protección por parte del Estado, 
la sociedad y la familia (artículos 44 y 45). 
Ahora bien, el interés superior del menor no constituye una cláusula vacía susceptible de amparar cualquier 
decisión. Por el contrario, para que una determinada decisión pueda justificarse en nombre del mencionado 
principio, es necesario que se reúnan, al menos, cuatro condiciones básicas: (1) en primer lugar, el 
interés del menor en cuya defensa se actúa debe ser real, es decir, debe hacer relación a sus particulares 
necesidades y a sus especiales aptitudes físicas y sicológicas; (2) en segundo término, 
debe ser independiente del criterio arbitrario de los demás y, por tanto, su existencia y protección no dependen 
de la voluntad o capricho de los padres o de los funcionarios públicos encargados 
de protegerlo; (3) en tercer lugar, se trata de un concepto relacional, pues la garantía de su protección se predica 
frente a la existencia de intereses en conflicto cuyo ejercicio de 
ponderación debe ser guiado por la protección de este principio; (4) por último, debe demostrarse que dicho 
interés tiende a lograr un beneficio jurídico supremo consistente en el pleno y armónico 
desarrollo de la personalidad del menor. 
 
En ese sentido, la jurisprudencia también ha fijado algunas pautas (CC T-261/13) 4, entre las cuales se destaca 
Que 
 



Los funcionarios judiciales deben ser especialmente diligentes ycuidadosos al resolver casos relativos a la 
garantía de los derechos fundamentales de un menor de edad. Eso, entre otras 
cosas, implica que no pueden adoptar decisiones yactuaciones que trastornen, afecten o pongan en peligro 
sus derechos, dado el impacto que las mismas pueden tener sobre su desarrollo, sobre todo si se trata de niños 
de temprana edad… 
[L]as decisiones susceptibles de afectar a un menor de edad deben ajustarse a parámetros de razonabilidad y 
proporcionalidad (...) 
 
 
Lo anterior da cuenta, en síntesis, de que la prevalencia del interés del menor en el marco de un proceso judicial 
se garantizacuando la decisión que lo resuelve i) es coherente con las particularidades fácticas debidamente  
acreditadas en el proceso 
y ii) considera los lineamientos que los tratados internacionales, las disposiciones constitucionales y legales 
relativas a la protección de los niños y las niñas y la jurisprudencia han 
identificado como criterios jurídicos relevantes para establecer, frente a cada caso concreto, qué medidas 
resultan más convenientes, desde la óptica de los principios de razonabilidad y proporcionalidad, para asegurar 
el bienestar físico, sicológico, intelectual y moral del menor (se resaltó). 
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